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			1. EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN: PRINCIPIOS GENERALES


			[image: 61938.png] 


			1.1. El procedimiento administrativo


			El 26 de octubre de 2012 el Consejo de Ministros acordó la creación de la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas con el mandato de realizar un estudio integral dirigido a:


			–	modernizar el sector público español, dotarle de una mayor eficacia y eliminar las duplicidades que le afectaban y


			–	simplificar los procedimientos a través de los cuales los ciudadanos y las empresas se relacionan con la Administración.


			El informe, denominado Informe CORA, fue elevado al Consejo de Ministros el 21 de junio de 2013 y formuló 218 propuestas basadas en el convencimiento de que una economía competitiva exige unas Administraciones Públicas eficientes, transparentes, ágiles y centradas en el servicio a los ciudadanos y las empresas. Este convencimiento se inspira en el artículo 31.2 de la Constitución Española, que establece que el gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía.


			El Informe CORA señala que los defectos que tradicionalmente se han venido atribuyendo a las Administraciones españolas obedecen a varias causas, pero el ordenamiento vigente no es ajeno a ellas, puesto que el marco normativo en el que se ha desenvuelto la actuación pública ha propiciado la aparición de duplicidades e ineficiencias, con procedimientos administrativos demasiado complejos que, en ocasiones, han generado problemas de inseguridad jurídica. 


			La normativa reguladora de las Administraciones Públicas ha pasado por diferentes etapas. Tradicionalmente, las reglas reguladoras de los aspectos orgánicos del poder ejecutivo estaban separadas de las que disciplinaban los procedimientos. Esta separación terminó con la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que unificó en un solo instrumento estas materias.


			La evolución normativa posterior se caracterizó por la profusión de leyes, reales decretos y demás disposiciones de inferior rango, que han completado la columna vertebral del derecho administrativo. De este modo, se han aprobado normas que regulan aspectos orgánicos, como la Ley 6/1997, de 14 de abril, de organización y funcionamiento de la Administración General del Estado; la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno y la Ley 28/2006, de 18 de julio, de Agencias estatales para la mejora de los servicios públicos; y otras que regulan aspectos tanto orgánicos como procedimentales de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre; o la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, por citar las más relevantes.


			Para superar estas deficiencias, según el Informe CORA es necesaria una reforma integral y estructural que permita ordenar y clarificar cómo se organizan y relacionan las Administraciones tanto externamente, con los ciudadanos y empresas, como internamente con el resto de Administraciones e instituciones del Estado.


			Desde el punto de vista normativo, se ha considerado evidente la necesidad de dotar a nuestro sistema legal de un derecho administrativo sistemático, coherente y ordenado, de acuerdo con el proyecto general de mejora de la calidad normativa que inspira todo el Informe CORA. En él se propuso una reforma integral del ordenamiento jurídico administrativo mediante la aprobación de dos leyes reguladoras, por un lado, del funcionamiento externo y, por otro, de la organización interna de las Administraciones Públicas. 


			En esta misma línea, el Programa nacional de reformas de España para 2014 recogió expresamente la aprobación de nuevas leyes administrativas como una de las medidas a impulsar para racionalizar la actuación de las instituciones y entidades del poder ejecutivo, mejorar la eficiencia en el uso de los recursos públicos y aumentar su productividad.


			De acuerdo con lo propuesto en el Informe CORA, se ha impulsado una reforma que se articula en torno a dos ejes fundamentales:


			–	Uno, el procedimiento administrativo, que integra las normas que rigen la ordenación de las relaciones ad extra de las Administraciones, es decir, con los ciudadanos y empresas. 


			–	Otro, comprensivo del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, donde se incluyen las disposiciones que disciplinan el sector público institucional, la regulación ad intra del funcionamiento de cada Administración y de las relaciones entre ellas.


			La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público responde al segundo de los ejes citados, mientras que la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas constituye el primero de los dos ejes.


			La reforma llevada a cabo en 2015, con los antecedentes del Informe de la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas de 2013 y el Programa nacional de reformas de España para 2014, se ha plasmado en la aprobación de dos nuevas leyes que constituyen los pilares sobre los que se asienta el Derecho administrativo español: la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.


			La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público abarca, por un lado, la legislación básica sobre régimen jurídico administrativo, aplicable a todas las Administraciones Públicas; y por otro, el régimen jurídico específico de la Administración General del Estado, donde se incluye tanto la llamada Administración institucional, como la Administración periférica del Estado. Esta Ley contiene también la regulación sistemática de las relaciones internas entre las Administraciones, estableciendo los principios generales de actuación y las técnicas de relación entre los distintos sujetos públicos. Queda así sistematizado el ordenamiento de las relaciones «ad intra» e inter Administraciones, que se complementa con su normativa presupuestaria, destacando especialmente la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria y las leyes anuales de Presupuestos Generales del Estado.


			La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas establece una regulación completa y sistemática de las relaciones «ad extra» entre las Administraciones y los administrados, tanto en lo referente al ejercicio de la potestad de autotutela y en cuya virtud se dictan actos administrativos que inciden directamente en la esfera jurídica de los interesados, como en lo relativo al ejercicio de la potestad reglamentaria y la iniciativa legislativa.


			La Constitución recoge en su título IV, bajo la rúbrica «Del Gobierno y la Administración», los rasgos propios que diferencian al Gobierno de la Nación de la Administración, definiendo al primero como un órgano eminentemente político al que se reserva la función de gobernar, el ejercicio de la potestad reglamentaria y la dirección de la Administración y estableciendo la subordinación de ésta a la dirección de aquel.


			En el mencionado título constitucional el artículo 103 establece los principios que deben regir la actuación de las Administraciones Públicas, entre los que destacan el de eficacia y el de legalidad, al imponer el sometimiento pleno de la actividad administrativa a la Ley y al Derecho.


			Las actuaciones «ad extra» de las Administraciones cuentan con mención expresa en el artículo 105 del texto constitucional, que establece que la Ley regulará la audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la Ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten, así como el procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando proceda, la audiencia a los interesados.


			La esfera jurídica de derechos de los ciudadanos frente a la actuación de las Administraciones Públicas se encuentra protegida a través de una serie de instrumentos tanto de carácter reactivo como de carácter preventivo; entre los primeros destaca el sistema de recursos administrativos o el control realizado por jueces y tribunales; entre los instrumentos preventivos destaca el procedimiento administrativo, que es la expresión clara de que la Administración Pública actúa con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, como reza el artículo 103 de la Constitución.


			Estos principios constitucionales se materializan en el procedimiento administrativo, constituido por una serie de cauces formales que han de garantizar el adecuado equilibrio entre la eficacia de la actuación administrativa y la imprescindible salvaguarda de los derechos de los ciudadanos y las empresas, que deben ejercerse en condiciones básicas de igualdad en cualquier parte del territorio, con independencia de la Administración con la que se relacionen sus titulares.


			1.2. El procedimiento administrativo común


			La Ley 39/2015, de 1 de octubre, regula el procedimiento administrativo común en virtud del título competencial contenido en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas.


			Si el procedimiento administrativo lo podemos definir como el conjunto ordenado de trámites y actuaciones formalmente realizadas, según el cauce legalmente previsto, para dictar un acto administrativo o expresar la voluntad de la Administración, el procedimiento administrativo común regula, para su aplicación a todas las Administraciones Públicas y respecto de todas sus actuaciones, los derechos y garantías mínimos que corresponden a todos los ciudadanos respecto de la actividad administrativa, tanto en su vertiente del ejercicio de la potestad de autotutela, como de la potestad reglamentaria e iniciativa legislativa, sin que su regulación agote las competencias estatales y autonómicas para establecer especialidades «ratione materiae» o para concretar ciertos extremos, siempre que se respeten las reglas de carácter básico que, por ser competencia exclusiva del Estado, integran el concepto de Procedimiento Administrativo Común regulado en la Ley 39/2015, de 1 de octubre.


			Por lo que respecta a la Comunidad Autónoma de Andalucía, la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía, le atribuye en su artículo 47 competencia exclusiva sobre el procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización propia de la Comunidad Autónoma, y competencia compartida sobre el procedimiento administrativo común.


			1.3. Los principios generales del procedimiento administrativo


			Los principios generales del procedimiento administrativo no se regulan con esta denominación en la Ley 39/2015, si bien tradicionalmente se identifican como tales las normas de carácter general que se agrupan bajo la expresión “Ordenación del procedimiento”, localizadas en el Capítulo III del Título IV de la Ley 39/2015. De acuerdo con este criterio, los principios generales del procedimiento administrativo son los de oficialidad, celeridad y simplificación administrativa, contradicción y efecto no suspensivo de las cuestiones incidentales.


			1.3.1. Principio de oficialidad


			En virtud del principio de oficialidad el procedimiento se impulsará de oficio en todos sus trámites y a través de medios electrónicos, respetando los principios de transparencia y publicidad.


			Una manifestación de este principio, conectada a su vez con el principio de igualdad de los administrados ante la Administración es que en el despacho de los expedientes se guardará el orden riguroso de incoación en asuntos de homogénea naturaleza, salvo que por el titular de la unidad administrativa se dé orden motivada en contrario, de la que quede constancia. 


			El incumplimiento de esta norma dará lugar a la exigencia de responsabilidad disciplinaria del infractor y, en su caso, será causa de remoción del puesto de trabajo.


			Así mismo, las personas designadas como órgano instructor o, en su caso, los titulares de las unidades administrativas que tengan atribuida tal función serán responsables directos de la tramitación del procedimiento y, en especial, del cumplimiento de los plazos establecidos.


			1.3.2. Principio de celeridad y simplificación administrativa


			El principio de celeridad persigue la agilidad en la tramitación de los procedimientos de las Administraciones Públicas, de modo que el instructor del procedimiento debe pasar de una actuación a otra cuando se cumplan los plazos o requisitos legales previstos, evitando actuaciones dilatorias.


			Una manifestación de este principio es la norma según la cual se acordarán en un solo acto todos los trámites que, por su naturaleza, admitan un impulso simultáneo y no sea obligado su cumplimiento sucesivo.


			Igualmente, al solicitar los trámites que deban ser cumplidos por otros órganos, deberá consignarse en la comunicación cursada el plazo legal establecido al efecto.


			1.3.3. Principio de contradicción


			En virtud del principio de contradicción, los interesados en el procedimiento deben tener en todo momento la oportunidad de contraponer su punto de vista sobre el objeto del procedimiento frente al sostenido por la Administración. Son muchas las manifestaciones del principio de contradicción a lo largo de la Ley 39/2015. No obstante, se regula con carácter general el derecho de los interesados al cumplimiento de los trámites que les correspondan en el artículo 73 de la misma.


			Según este precepto, los trámites que deban ser cumplimentados por los interesados deberán realizarse en el plazo de diez días a partir del siguiente al de la notificación del correspondiente acto, salvo en el caso de que en la norma correspondiente se fije plazo distinto.


			Así mismo, en cualquier momento del procedimiento, cuando la Administración considere que alguno de los actos de los interesados no reúne los requisitos necesarios, lo pondrá en conocimiento de su autor, concediéndole un plazo de diez días para cumplimentarlo.


			A los interesados que no cumplan lo anterior, se les podrá declarar decaídos en su derecho al trámite correspondiente. No obstante, se admitirá la actuación del interesado y producirá sus efectos legales, si se produjera antes o dentro del día que se notifique la resolución en la que se tenga por transcurrido el plazo.


			1.3.4. Principio de efecto no suspensivo de las cuestiones incidentales


			Según este principio, las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento, incluso las que se refieran a la nulidad de actuaciones, no suspenderán la tramitación del mismo, salvo la recusación.
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